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2.2.  Los conceptos jurídico-administrativos 
 y las cuestiones prejudiciales administrativas 
 en el ámbito penal

Juan José González Rus
Catedrático de Derecho Penal 
de la Universidad de Córdoba.

Abogado

2.2.1. Hipótesis de partida

La confi guración de los ilícitos penales a partir de conceptos jurídicos 
administrativos y la instrumentalización de la acción penal con fi nes de 
mera oposición o combate político provocan la cada día mayor presen-
cia de autoridades, electos locales y funcionarios ante la jurisdicción 
penal por delitos directamente relacionados con el ámbito administrati-
vo, en particular, medio ambiente y urbanismo. Ello se produce sin que 
la jurisdicción contencioso-administrativa haya tenido oportunidad de 
pronunciarse sobre la conformidad o no a derecho de la conducta, lo 
que, unido a la trascendencia mediática que acompaña generalmente a 
estos supuestos, provoca que los afectados sientan una cierta desprotec-
ción en su derecho a la presunción de inocencia, así como la sensación 
de que el juez penal tendrá difi cultades para tipifi car adecuadamente la 
conducta, dada la profusión de normas administrativas de toda natura-
leza y rango que disciplinan estas materias.
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94 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

Como consecuencia, se considera oportuno replantear los límites 
de la prejudicialidad y establecer mecanismos de cooperación que per-
mitan que el juez penal pueda conocer si la conducta de los imputados 
es o no administrativamente lícita, antes de pronunciarse sobre la res-
ponsabilidad penal.

Asimismo, existe una comprensible preocupación por la instru-
mentalización de la acción penal con fi nes de mera oposición polí-
tica. Ello, hasta el punto de que, muy a menudo, el objeto realmente 
pretendido con la interposición de la denuncia o querella es provocar 
la exigencia de responsabilidad política inmediata, y el descrédito del 
adversario y de la fuerza política a la que pertenece.

En defi nitiva, pues, la hipótesis de partida a analizar es la siguien-
te: En los tipos penales confi gurados a partir de conceptos jurídicos 
administrativos, es conveniente que el juez administrativo se pronun-
cie sobre la ilicitud administrativa de la conducta antes que el juez 
penal, pues con ello se conseguirá un mayor respeto a la presunción 
de inocencia y será menos difi cultosa la tipifi cación de las conductas; 
para lo cual, debe revisarse el tratamiento actual de la prejudicialidad 
administrativa en el proceso penal. 

En cuanto tal, la hipótesis está bien formulada, y puede darse 
por cierto que, efectivamente, la revisión de los criterios de la pre-
judicialidad es, en principio, un camino posible para aumentar el 
protagonismo del juez administrativo en estos delitos. Por lo demás, 
el planteamiento coincide con la preocupación manifestada en di-
versas ocasiones por cierta doctrina. Así, en las conclusiones del 
Seminario sobre la reforma de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa [v. García de Enterría/Fernández Rodríguez/Martín Rebollo/
Bocanegra Sierra (directores)], celebradas en Santander, del 9 al 13 
de septiembre de 1996, los profesores de Derecho administrativo 
se pronunciaban –hace ya trece años– en favor de reformar la pre-
judicialidad administrativa, necesidad que “es tanto mayor cuanto 
que el nuevo Código Penal utiliza con frecuencia tipos penales en 
blanco que remiten a la norma de carácter administrativo, cuya co-
rrecta interpretación previa debe corresponder con preferencia al 
juez administrativo.”
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2.2.2. El estado de la cuestión: breve reseña introductoria sobre 
 la regulación vigente de las cuestiones prejudiciales y sus 

fundamentos político-criminales

El principio general por el que se rigen las cuestiones prejudiciales es la 
sanción inicial de la competencia de las respectivas jurisdicciones para 
conocer de asuntos que, por razón de la materia, deberían resolverse 
por jueces y tribunales de otro ámbito. Ello es consecuencia del princi-
pio de unidad jurisdiccional, que da cobertura constitucional a la extensión 
de competencia que se hace en favor del juez que conoce de un asunto 
para pronunciarse sobre todos los aspectos que están directamente re-
lacionados con el mismo, aunque no correspondan propiamente a su 
orden jurisdiccional. En defi nitiva: la no devolutividad de las cuestiones 
prejudiciales. Carácter no devolutivo que implica el reconocimiento del 
valor decisorio de toda resolución judicial, incluso cuando se produce 
en relación con asuntos que van más allá de su competencia ratione 
materiae; si bien, con efectos limitados a la cuestión y al proceso en que 
la misma se produce. Así se reconoce con carácter general en el artículo 
10.1 de la LOPJ, y particularizadamente, en el orden contencioso-admi-
nistrativo (artículo 4.1 de la LJCA)1 y civil (artículo 42.1 de la LECiv.). 

En lo que se refi ere en particular al orden penal, se reafi rma igualmente 
el criterio general de que el juez penal tiene competencia para resolver las 
cuestiones civiles y administrativas que puedan plantearse con motivo de 
los hechos perseguidos, con lo que, en el ámbito punitivo, rige también, 
como principio general básico, el de la no devolutividad (artículo 3 de la 
LECrim.). Como consecuencia, la efi cacia de la decisión sobre la prejudi-
cial no devolutiva se limita expresamente al solo efecto de la represión, sin 
que tenga efi cacia alguna más que en el proceso y en el hecho en que fue 
resuelta, pudiendo ser planteada de nuevo ante el juez competente por ra-
zón del asunto. Por lo demás, la legitimidad constitucional de los tribunales 
penales para conocer cuestiones civiles y administrativas como cuestiones 
prejudiciales no devolutivas está absolutamente respaldada –como no 

1 La LJCA es la norma básica más concisa en la regulación de las relaciones prejudiciales, 
a las que dedica un solo artículo: el 4. Ello obliga a recurrir a la Ley de enjuiciamiento civil, 
que tiene carácter supletorio en relación con los demás órdenes jurisdiccionales (v. DEL MORAL 
GARCÍA).
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96 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

podía ser de otra forma– por la jurisprudencia constitucional (SSTC 147 y 
278/2000, por todas).

El fundamento de política jurídica y político-criminal que inspira 
este tratamiento es, evidentemente, la búsqueda de la mayor celeridad y 
prontitud de las resoluciones, que se verían inevitablemente demoradas 
si todo asunto prejudicial hubiera de ser enviado al juez competente 
ratione materiae. Más que la búsqueda de la “calidad” –podría decirse 
así–, que se lograría dando la competencia al juez especializado en el 
asunto, interesa asegurar que no se produzcan dilaciones que se consi-
deran prescindibles. Celeridad, antes que calidad, pues, por seguir utili-
zando la (inexacta) alternativa expuesta; o lo que es lo mismo: un punto 
de partida radicalmente contrario al que se postula en esta hipótesis de 
partida.

La regla general de la no devolutividad se rompe cuando la cues-
tión prejudicial es de carácter penal, pues, en ese caso  –con más o me-
nos matices según el orden jurisdiccional de que se trate–, se reconoce 
directamente la competencia exclusiva o preferente de la jurisdicción 
penal, a la que se le deferirá desde el orden contencioso-administrati-
vo (o civil) la cuestión para que resuelva, suspendiéndose, entretanto 
–también con matices según los casos–, el procedimiento del que la 
misma trae causa. Se manifi esta con ello la primacía reconocida con 
carácter general en el ordenamiento jurídico español a la jurisdicción pe-
nal sobre las demás –lo que también se censura en la hipótesis inicial–. 
El criterio general legalmente previsto para las cuestiones prejudicia-
les penales que se planteen en el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo (y civil) es, pues, el de la devolutividad. Así lo dispone, 
con carácter general y “salvo las excepciones que la ley establezca”, el 
artículo 10.2 de la LOPJ, y para el ámbito contencioso-administrativo, 
el artículo 4.1 de la LJCA.2 

En lo que hace específi camente a este, y dado que todas las cues-
tiones prejudiciales penales son devolutivas, constatada la existencia de 
una cuestión prejudicial penal, el juez administrativo suspende el proceso 
hasta que el juez penal resuelva. La posición tradicional del Tribunal 

2 Para el orden civil, artículo 40.1 de la LECv., y para el social, artículos 4.3, 4.4 y 86 
de la LPL.
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Supremo es que no puede iniciarse un recurso contencioso-administrativo 
hasta que no haya pronunciamiento fi rme de la jurisdicción penal sobre 
el tema.3 

La búsqueda de la mayor prontitud, característica de la no devo-
lutividad, cede, pues, cuando se trata de una cuestión prejudicial de 
naturaleza penal, ante la preferencia a la especialización del órgano, 
que se presume que garantiza una mayor “calidad” de las resoluciones, 
aspiración que es propia de los sistemas devolutivos. Tal reenvío obliga-
torio tiene, evidentemente, que ver con el especial valor de los intereses 
afectados, tanto desde el punto de vista de los imputados y víctimas 
como del orden social. La relevancia de los bienes jurídicos protegi-
dos y de las consecuencias jurídicas asociadas al reconocimiento de la 
responsabilidad criminal, justifi ca sufi cientemente que en la alternativa 
“rapidez”–”calidad” se dé preferencia ahora a la segunda; entre otras 
cosas, porque se une aquí una dimensión garantista que hace absoluta-
mente prioritario rodear al procedimiento de todas las cautelas que sean 
necesarias para asegurar la justicia de la resolución.

En el fondo, el criterio que subyace en el establecimiento de va-
rios órdenes jurisdiccionales especializados es la idea (acertada) de 
que la función judicial se desempeña mejor cuando se está más fami-
liarizado con las normas procesales y sustantivas que deben aplicar-
se, cuando se tiene experiencia en los problemas que deben resolverse 
y cuando se conoce mejor la teoría, la práctica y la jurisprudencia 
del ámbito de actividad al que se refi ere la especialización. Esta es 
la razón de que tenga mayor reconocimiento jurídico la decisión so-
bre una cuestión prejudicial cuando es devolutiva (principaliter), que 
cuando es no devolutiva (incidenter tantum).

Por esas mismas razones, en el proceso penal se sigue también el 
criterio de la devolutividad cuando la cuestión prejudicial administra-
tiva (o civil) sea de gran relevancia, hasta el punto de poder determi-
nar la culpabilidad o la inocencia, debiendo conocer en esos casos el 
juez o tribunal competente de esos órdenes jurisdiccionales y suspen-

3 Para evitar la “artimaña” procesal de promover una querella para que se suspenda el 
procedimiento contencioso-administrativo, se reclama que “la resolución penal sea imprescin-
dible para la del recurso contencioso-administrativo, por existir una directa relación entre las 
cuestiones (STS, sala 3.ª, de 13 de septiembre de 2002, entre muchas).
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98 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

diéndose el procedimiento penal hasta tanto (artículo 4 LECrim.). Lo 
mismo ocurre cuando la cuestión prejudicial civil tiene que ver con la 
validez de un matrimonio o la supresión de estado civil, advirtiendo 
expresamente la Ley en este supuesto que la decisión del órgano civil 
servirá de base a la del tribunal penal (artículo 5 LECrim., con la ex-
cepción del artículo 6).

La razón que justifi ca para estos casos el carácter devolutivo de 
la prejudicial administrativa (o civil) tiene que ver, otra vez, con la im-
portancia de los asuntos en juego: las garantías individuales, cuando la 
consecuencia puede ser una eventual declaración de responsabilidad 
penal; los intereses generales, cuando se trata del estado civil. De esta 
manera se prima el criterio de la especialidad del órgano, que se con-
sidera puede garantizar mejor el adecuado tratamiento de materias tan 
sensibles. 

Como se ve, al fi n, en el procedimiento penal rigen, en relación con 
las cuestiones prejudiciales, criterios semejantes a los que se aplican en la 
jurisdicción contencioso-administrativa (y civil): no devolutividad respecto 
de las cuestiones, digamos, “ordinarias”, y devolutividad respecto de las de 
mayor relevancia, en las que se quiere reforzar los presupuestos técni-
cos de la solución, encomendándosela a órganos especializados. 

En el procedimiento penal, las cuestiones prejudiciales devolutivas 
pueden plantearse tanto por las partes (comprendiendo tanto al impu-
tado como al acusado),4 como por el fi scal o por el propio juez. Sin 
embargo, dado que una de las características de la cuestión prejudicial 
es que el asunto al que se refi eren puede ser objeto en sí mismo de un 
juicio autónomo, la posibilidad de proponerlas formalmente queda li-
mitada a las partes, que son las únicas que pueden instar la apertura de 
un nuevo procedimiento ante el órgano jurisdiccional civil o contencio-
so-administrativo que corresponda. 

En todo caso, la devolución al órgano especializado está concebida 
legalmente como una ventaja para la parte que la propone. En tal sen-

4 No hay problema en que la devolución al órgano jurisdiccional administrativo se produ-
jera por el juez instructor, puesto que es generalmente admitida la posibilidad de que los mismos 
planteen cuestiones prejudiciales. Y ello, a pesar de que el artículo 4 de la LECrim. se refi era al 
“tribunal de lo criminal”, fórmula genérica comprensiva también de los jueces y de los procedi-
mientos que son competencia de los mismos. La devolución se acuerda por auto.
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tido se señala para ella la obligación de acudir al juez o tribunal civil o 
administrativo que resulte competente para decidirla, y, pasado el plazo 
que hubiera podido establecerse por el tribunal penal sin que se acredi-
te haber interpuesto la correspondiente demanda o recurso, se alzará la 
suspensión y continuará el procedimiento (artículo 4 de la LECrim.). Si se 
establece la carga de instar el procedimiento a la parte que la propone, 
es porque la regulación legal se nutre de la idea de que a ella es a quien 
benefi cia la devolución. Y el único benefi cio esperable es la creencia de 
que con la resolución del órgano especializado se verán favorecidas sus 
pretensiones en torno a su culpabilidad o inocencia. En defi nitiva: una 
evidente dimensión garantística. Prueba de ello es también que cuan-
do el contenido de la prejudicial es la validez de un matrimonio o la 
supresión de estado civil, en defi nitiva: cuando la prejudicial tiene que 
ver con intereses públicos, no se establece plazo alguno para acudir al 
tribunal especializado (artículo 5 de la LECrim.). En resumen, pues, que 
en el fundamento que legalmente se da a las cuestiones prejudiciales 
devolutivas hay también contenidos de mayor garantía individual.

2.2.3. (Dudas sobre) Los fundamentos de política jurídica de la 
pretendida ampliación de la devolutividad 

Las razones que fundamentan la preferencia que se reconoce a la ju-
risdicción penal en relación con los otros ámbitos jurisdiccionales y el 
régimen de la devolutividad, podrían servir igualmente para justifi car la 
ampliación de la devolutividad de las prejudiciales administrativas en el 
procedimiento penal. En apoyo de ello vendría la dimensión de mayor 
garantía para acusados e imputados que, como se ha visto, constituye, 
sin duda, uno de los presupuestos justifi cadores de la devolutividad.

En efecto, la pretensión de que el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo tenga un mayor protagonismo en los delitos cuyo conteni-
do de injusto coincide con ilícitos administrativos, sobre la base de que 
su aplicación requiere generalmente de una gran profusión de normas 
y comporta una cierta complejidad técnica, resulta plenamente cohe-
rente con el fundamento que inspira la devolutividad en las cuestiones 
prejudiciales, y su opción en favor de la especialidad del órgano, como 
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100 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

aval de mayor solvencia técnica de la resolución y de mayor garantía de 
imputados y acusados. En este sentido, pues, la sugerencia de ampliar el 
campo de la devolutividad de las cuestiones prejudiciales administrati-
vas que se plantean en el proceso penal, por entender que ello favorece 
una más correcta aplicación de las normas y fortalece la eventual decla-
ración de responsabilidad penal, traduciéndose en un mayor respeto de 
las garantías individuales, no es en absoluto impertinente, sino, antes al 
contrario, perfectamente coherente con los objetivos de política jurídica 
y político-criminales que inspiran la regulación de las cuestiones preju-
diciales devolutivas. 

Ese posible replanteamiento de los recíprocos campos de devolu-
tividad y no devolutividad, vendría ayudado, además, por el hecho de 
hoy no concurren las razones que en su día pudieron justifi car que se 
extendiera la competencia del juez que conocía del asunto principal, 
antes que deferirlo a otro orden jurisdiccional (Gimeno Sendra). La 
primera, que cuando la Ley de enjuiciamiento criminal (1882) aborda 
la cuestión, el número de tipos penales construidos sobre la base pre-
via de infracciones administrativas y con conceptos administrativos, 
o confi gurados como normas penales en blanco, era muy reducido, 
como correspondía, por otra parte, a la función del Estado y de la 
Administración en aquel momento. Asimismo, la inexistencia de tribu-
nales contencioso-administrativos obligaba, de facto, a optar por la no 
devolutividad en relación con las cuestiones prejudiciales de este tipo 
que se plantearan en el proceso penal. Hoy, por el contrario, el núme-
ro de delitos confi gurados con elementos de naturaleza administrativa 
es muy alto, y no parece razonablemente fundamentado aventurar que 
la tendencia a su crecimiento vaya a disminuir en el futuro. Igualmen-
te, nadie puede dudar de que, planteado en términos de “calidad”, 
entendiendo por ello independencia y competencia técnica, el rigor 
de jueces y tribunales del orden administrativo es el mismo que el de 
los jueces y tribunales penales.

Más discutible puede ser, en cambio, la razón en que –según la 
hipótesis que estamos analizando– habría de apoyarse ese pretendido 
aumento de la devolutividad. ¿Puede realmente afi rmarse que estarían 
más aseguradas las garantías individuales cuando la cuestión prejudicial 
se resuelve por el juez administrativo que cuando lo hace directamente 
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el juez penal? Francamente, no lo creo; a pesar de que, como se ha de-
mostrado, esa razón está sin duda inspirando el tratamiento legal de las 
cuestiones devolutivas. 

En primer lugar, porque la familiaridad de los órganos jurisdiccio-
nales penales con los principios garantísticos del ordenamiento jurí-
dico es, cuando menos, la misma que puede reconocerse a los admi-
nistrativos. De hecho, el esquema de garantías que rige en el ámbito 
administrativo no es sino la ampliación al mismo de los principios que 
tradicionalmente vienen rigiendo en el ámbito penal y procesal penal, 
y en cuya defi nición y consolidación ha tenido mucho que ver preci-
samente la jurisprudencia penal. De hecho, si hay algún juez acostum-
brado a convivir con un esquema garantista estricto y familiarizado 
con las técnicas de interpretación propias del mismo, ese es, precisa-
mente, el juez penal. No hay razones, por tanto, que permitan sostener 
con fundamento que sería necesariamente más ventajoso para las ga-
rantías individuales que las cuestiones prejudiciales administrativas en 
el proceso penal las diriman jueces administrativos. En segundo lugar, 
porque las técnicas de interpretación y aplicación del Derecho admi-
nistrativo sancionador y del Derecho penal están ciertamente próxi-
mas. No en vano, ambos forman parte de ese sector jurídico genéri-
camente denominado “Derecho sancionador del Estado”, respecto del 
que doctrina y jurisprudencia vienen reclamando desde hace tiempo 
un esquema común de garantías y principios inspiradores.

Más atendible es, a mi juicio, el criterio de que la complejidad 
que puede conllevar en ocasiones la aplicación de los tipos penales que 
incorporan elementos procedentes del orden administrativo, hace con-
veniente que la tipifi cación de la misma por el juez penal se haga sobre 
la base del previo pronunciamiento que sobre el particular hubiera he-
cho la jurisdicción contencioso-administrativa. Innecesario es recordar 
que el juez penal está sobradamente acostumbrado a tener que resolver 
sobre cuestiones de complejidad técnica y dogmática, por lo que la 
principal ventaja que podría apreciarse desde esta perspectiva en la am-
pliación de la devolutividad sería que el deferir el asunto a un órgano 
especializado podría aliviar al juez penal del esfuerzo que supone tener 
que estudiar y resolver cuestiones con las que no está tan familiarizado, 
y cuyo debido planteamiento y resolución le exigirían un esfuerzo 
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102 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

suplementario. La cuestión es si esta  indudable ventaja es sufi ciente 
para justifi car o no el replanteamiento pretendido de la prejudicialidad, 
y, sobre todo, si ello tiene la fundamentación político-criminal sufi ciente 
para disminuir el relieve del principio de evitación de dilaciones indebi-
das, constitucionalmente reconocido en el artículo 24.2 CE.

2.2.4. Problemas prácticos con que habría de enfrentarse 
 la ampliación pretendida

2.2.4.1. Restricciones legales y reservas jurisprudenciales y 
doctrinales ante la devolutividad

Además de las posibles objeciones de fundamento, no puede ocultarse 
que la posible ampliación de las cuestiones prejudiciales devolutivas 
habría de enfrentarse con un clima legal, doctrinal y jurisprudencial, 
abiertamente receloso con semejante iniciativa, en la que se ve un ins-
trumento para indeseables dilaciones indebidas. Lo cierto es que, salvo 
hitos concretos que después comentamos, ni legislador, ni doctrina, ni 
jurisprudencia han potenciado últimamente el ámbito de las mismas, 
siendo lo común relativizar su valor y utilidad. Y ello, incluso respecto 
de la prejudicialidad penal, a pesar de la reconocida primacía de la ju-
risdicción penal sobre los otros órdenes jurisdiccionales.

En el plano legislativo, el compromiso del artículo 10.2 de la LOPJ 
(1985) de que la existencia de una cuestión prejudicial penal relevante 
para la decisión, determinará la suspensión del procedimiento mientras 
aquella no sea resuelta por los órganos penales a quienes corresponda, 
se ha visto sensiblemente matizado después por las previsiones de –por 
citar solo dos casos– normas básicas, como la LPL (1995) o la LECiv. 
(2000), sobre las cuestiones prejudiciales penales (devolutivas) en los 
procedimientos del orden social5 y civil, respectivamente. Y no digamos 

5 La interpretación que ha merecido el régimen de la devolutividad penal en la LPL (artícu-
lo 4.1) es diversa. Unos, la interpretan como admisión de la competencia del juez laboral para 
pronunciarse sobre las cuestiones prejudiciales penales, que serían, pues, no devolutivas. Otros, 
en cambio estiman que la LPL admite la prejudicialidad penal devolutiva, solo que condiciona 
y limita la suspensión correlativa del proceso laboral, como consecuencia de los principios de 
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ya el sustancial recorte que ello supone respecto de la previsión del ar-
tículo 114 de la LECrim., de que, promovido juicio criminal por delito o 
falta, no podrá seguirse pleito sobre el mismo hecho, debiendo suspen-
derse el mismo, si lo hubiese, en el estado en que se hallare, hasta que 
recaiga sentencia fi rme en la causa criminal.

Así, la LECiv. prevé la suspensión inmediata de las actuaciones úni-
camente en los casos de posible existencia de un delito de falsedad de 
alguno de los documentos aportados, pero solo cuando el documento 
resulte decisivo para resolver sobre el fondo del asunto (artículo 40.4; y 
ello si la parte a la que pudiera favorecer el documento no renunciare a 
él, ap. 5). Por el contrario, cuando solo se haya puesto en conocimiento 
del ministerio fi scal la aparición de hechos que pudieran resultar cons-
titutivos de delito o falta y que pueden tener infl uencia decisiva en la 
resolución del asunto civil, la suspensión ha de esperar al momento en 
que el proceso esté pendiente de sentencia, y ello siempre que haya un 
procedimiento penal en marcha sobre los mismos (sin que baste –se vie-
ne interpretando así– la simple presentación de una querella) (artículo 
40.1, 40.2 y 40.3) (v. del Moral García). En términos semejantes, la LPL, 
además de proclamar que en ningún caso se suspenderá el procedi-
miento por seguirse causa criminal sobre los hechos debatidos (artículo 
86.1), limita la posibilidad de suspensión a los casos de prejudicialidad 
penal basada en falsedad documental, cuya solución sea de todo punto 
indispensable para la decisión sobre el pleito (artículos 4.3 y 4 y artículo 
86.2 de la LPL) (v. Ramos Quintana/Cairos Barreto).

Referente a la actitud doctrinal, tampoco la doctrina penal en gene-
ral, y la procesal penal, en particular, han sido precisamente entusiastas 
con la ampliación de la devolutividad, proponiendo interpretaciones de 
la normativa vigente que, minimizando las posibilidades que ofrece el 
artículo 4 de la LECrim., suponen, de hecho, convertir en no devolutivas 

inmediación, concentración y celeridad, que rigen en el orden social (artículo 74.1 de la LPL). 
Además de señalarse que el juez laboral no conoce nunca, en realidad, de cuestiones penales, 
ni se pronuncia sobre ellas, sino que solo resuelve sobre las consecuencias laborales que pue-
dan tener los hechos que ofrecen apariencia de delito o falta. El Tribunal Supremo se ha pro-
nunciado en el sentido de que, en el orden laboral, las cuestiones prejudiciales se regulan con 
efecto no devolutivo, incluso en el aspecto penal (sala de lo social, STS de 13 de junio de 1998) 
(v. MORCILLO MORENO/RAMOS QUINTANA/CAIROS BARRETO).
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104 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

la gran mayoría (si no todas) de las cuestiones prejudiciales que se plan-
tean en el proceso penal.

Por su parte, los jueces penales han mantenido (y probablemente man-
tienen) una actitud claramente renuente frente al artículo 4 de la LECrim. 
Desde luego, la jurisprudencia de la sala 2.ª del Tribunal Supremo no se 
ha caracterizado precisamente por su receptividad a la devolutividad, sino 
más bien por todo lo contrario (v., por todas, SSTS de 27 septiembre y 20 
de octubre de 2002). Incluso en las materias en principio más proclives al 
planteamiento de cuestiones prejudiciales devolutivas, como podría ocurrir 
con los delitos urbanísticos, ha sido prácticamente excepcional su utiliza-
ción por los tribunales penales, por considerar que, en la inmensa mayoría 
de los casos, para pronunciarse sobre la comisión de un delito contra la 
ordenación del territorio no es precisa una previa resolución contencioso-
administrativa (v. Boldova Pasamar). Esta es la tónica claramente mayoritaria 
en la jurisprudencia de las audiencias provinciales.

En la práctica, hasta la STC 30/1996, de 26 de febrero (v. Martí del 
Moral), las cuestiones prejudiciales devolutivas eran prácticamente ig-
noradas, hasta el punto de que se llegó a postular (y se sigue postulando, 
v. de la Oliva Santos), como es sabido, que el artículo 10.2 de la LOPJ 
había derogado los artículos 4 a 6 de la LECrim. 

La sentencia supone un contundente recordatorio de la necesidad 
de aplicar la devolución cuando concurran las circunstancias del ar-
tículo 4 de la LECrim., y de la utilidad y conveniencia de recurrir a la 
devolutividad como vía para evitar sentencias contradictorias. En ella, 
como se recordará, se concede el amparo por vulneración de la tute-
la judicial efectiva, anulándose la condena penal impuesta por la Au-
diencia Provincial de Valladolid, de 27 de diciembre de 1993, por un 
delito de intrusismo. Aun estando pendiente de sentencia un recurso 
contencioso-administrativo que el condenado había interpuesto contra 
la resolución administrativa que le denegaba la homologación de su 
título de odontólogo, la Audiencia Provincial consideró que esta era 
una cuestión prejudicial administrativa no devolutiva, que resolvió re-
chazando la homologación y, por consiguiente, castigando por intru-
sismo. Posteriormente, la sala de lo contencioso-administrativo de la 
Audiencia Nacional, revocó la resolución administrativa denegatoria 
de la homologación, declarando que el recurrente, condenado ya por 
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delito de intrusismo, estaba habilitado para ejercer en España los actos 
propios de la profesión de odontólogo. Planteado el correspondiente 
recurso de amparo, el Tribunal Constitucional estima que la cuestión 
prejudicial debía haberse considerado como devolutiva, en los términos 
del artículo 4 de la LECrim., por lo que, al estar ya en tramitación, el 
tribunal penal debía, o “haber reconocido valor prejudicial vinculante a 
la sentencia de la Audiencia Nacional, o bien, al menos, haber suspen-
dido el procedimiento penal hasta tanto hubiera ganado fi rmeza dicha 
sentencia, pero, en cualquier caso, lo que nunca debió haber hecho, sin 
infringir el derecho a la tutela, es haber ignorado los efectos prejudicia-
les de aquella sentencia administrativa.”

La sentencia sirvió, además, como ya se ha dicho, para zanjar las 
dudas que, en torno a la aplicabilidad de los artículos 4 a 6 de la LE-
Crim., habían surgido después de la aparición del artículo 10.2 de la 
LOPJ, reafi rmando la vigencia de tales preceptos y la necesidad de las 
cuestiones prejudiciales devolutivas. Alguna sentencia posterior del 
Tribunal Supremo, sin embargo (sala segunda, STS de 24 de julio de 
2004, ponente Conde-Pumpido Turón), mantuvo después, de nuevo, la 
derogación de tales artículos, en base, ahora, al apartado 1 del mismo 
artículo 10 de la LOPJ, entendiendo que la expresión “podrá conocer” 
asuntos que no les están atribuidos privativamente, que se utiliza en el 
mismo, debía interpretarse como obligación de conocimiento, en aras 
de la evitación de dilaciones indebidas. 

2.2.4.2. Problemas asociados al reconocimiento de efectos a 
la sentencia administrativa que resuelve la cuestión 
prejudicial

La ampliación de la devolutividad no tendría utilidad alguna como for-
ma de aumentar el protagonismo de los jueces administrativos en la 
aplicación de los tipos penales, confi gurados como conceptos adminis-
trativos, si no fuera acompañada del reconocimiento de plenos efectos, 
o, simplemente, de efectos vinculantes para el juez penal, a la sentencia 
que resuelve la prejudicial administrativa. El logro de ese mayor protago-
nismo del juez administrativo en la aplicación de estos delitos, depende, 
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106 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

pues, de los efectos reales que el juez penal reconozca a la sentencia 
administrativa previa.

Y tampoco en esta cuestión hay precisamente acuerdo por parte de 
la doctrina (v. Balbuena González y Martín de la Vega). Un sector doc-
trinal entiende que cuando el juez penal se encuentra con una cuestión 
que ha sido ya resuelta previamente por sentencia fi rme administrativa 
(o civil), la resolución precedente le vincula necesariamente, tanto en lo 
relativo a la declaración de hechos probados como al fallo de la misma, 
pues el respeto a lo ya decidido en sentencia fi rme constituye uno de 
los contenidos de la tutela judicial efectiva, garantizada constitucional-
mente (artículo 24.1 CE). Y ello, incluso en el caso de que el juez penal 
creyera que la decisión anterior de la prejudicial no fue correcta, pues la 
seguridad jurídica y la necesidad de fortalecer los efectos de las senten-
cias judiciales impedirían que unos órganos judiciales puedan reconsi-
derar lo ya resuelto por otros en una sentencia fi rme anterior. 

Otra opinión, sin embargo, estima que la resolución de la cuestión 
prejudicial por el tribunal contencioso-administrativo no vincula al juez 
penal, dado que los efectos de la cosa juzgada no pueden extenderse 
fuera del orden jurisdiccional en donde la sentencia fue dictada. La reso-
lución que decide la prejudicial administrativa, por tanto, sería vinculante 
para los tribunales administrativos que en el futuro pudieran o pretendie-
ran pronunciarse sobre el particular, pero no tiene por qué serlo para el 
órgano penal que acordó el reenvío. Conforme a la posición hoy domi-
nante, lo más que se concede es que la sentencia que decide la cuestión 
prejudicial administrativa ha de ser necesariamente tenida en cuenta por 
el juez penal como punto de partida de su decisión (v. Senés Motilla).

En cuanto a la jurisprudencia, la STC 190/1999, de 25 de octubre, 
habla de que la resolución sobre la cuestión prejudicial del juez com-
petente por razón de la materia ha de considerarse un “dato incuestio-
nable de partida” en la decisión del asunto principal, y en general se 
coincide en que tal precedente constituye un elemento relevante del 
proceso penal, que, no obstante, debe ser valorado libremente por el 
juez penal, que, por consiguiente, no se encuentra vinculado necesa-
riamente a la resolución de la prejudicial devolutiva. En apoyo de ello, 
vendría el principio de libre valoración de la prueba en materia penal 
(artículo 741 de la LECrim.).
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En un primer momento se negó, incluso, tanto por el Tribunal Supre-
mo como por el Tribunal Constitucional, que el tribunal penal quedara 
vinculado en modo alguno a la sentencia que resuelve la prejudicial 
administrativa, sobre la base de que tal vinculación se contempla en la 
LECrim. únicamente para las cuestiones relacionadas con la validez de 
un matrimonio o la supresión de estado civil (artículo 5 de la LECrim.). 
Más recientemente parece haberse matizado el criterio, acabando en 
la posición que puede considerarse hoy dominante y que entiende que 
el juez penal está obligado a dar por ciertos los hechos que se hayan 
declarado probados en la resolución administrativa (o civil), o, en caso 
contrario, a justifi car sufi cientemente su discrepancia. Sin embargo, con 
toda rotundidad se afi rma que tiene libertad de apreciación plena en lo 
relativo a la califi cación y fundamentación jurídica (SSTC 77/1983, de 3 
de octubre, 158/1985, de 26 de noviembre, 30/1996, de 26 de febrero, 
entre otras). 

La experiencia muestra que los jueces penales muy a menudo no 
toman en cuenta los pronunciamientos administrativos, ni siquiera las re-
soluciones de los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos. 
Lo que explica que pueda ser condenado por delito quien ha actuado al 
amparo de una autorización administrativa (v. Ballbé Mallol/Prados Reig). 
Por ejemplo, es doctrina consolidada que no siempre que hay autoriza-
ción se excluye el delito urbanístico. En realidad, si la autorización es 
abiertamente contraria al derecho, el propio Derecho administrativo ex-
cluye la posibilidad de que de ello puede surgir facultad alguna. Por eso, 
en el caso del delito urbanístico del artículo 319.1 del Código Penal, la 
autorización administrativa de una construcción no autorizable es nula 
de pleno derecho, por lo que no excluiría el tipo, pudiendo dar lugar, a lo 
sumo, a un error de tipo (v. Boldova Pasamar). Y semejantes consideracio-
nes podrían hacerse en relación con los delitos contra el medio ambiente, 
de riesgo catastrófi co, etc. (v. de la Mata Barranco).

Con estos antecedentes, no se ve cómo podría lograrse, con la ac-
tual regulación y el parecer doctrinal y jurisprudencialmente mayorita-
rio, que el juez administrativo tenga mayor capacidad de condicionar 
sustancialmente las sentencias penales que aplican los tipos delictivos 
construidos con conceptos administrativos. Tampoco aparece nada cla-
ra, ni sencilla, la vía legislativa que habría de seguirse para lograr ese 
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108 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

objetivo, pues ello signifi caría una reconsideración general del concep-
to de cosa juzgada, que no parece que sea muy conveniente plantearse 
ahora.

2.2.4.3. Las difi cultades que ofrece el cuestionamiento de la 
preferencia de la jurisdicción penal

Ya se puso de manifi esto que el rechazo de la devolutividad comporta, 
expresa o implícitamente, reafi rmar la primacía de la jurisdicción penal 
sobre los otros órdenes jurisdiccionales. Por el contrario, el incremento 
del protagonismo de jueces administrativos en la aplicación de delitos 
confi gurados con elementos administrativos debilita el papel preferen-
cial de la jurisdicción penal. 

Y este es, a mi juicio, otro de los graves problemas que habría de 
superar la propuesta que se analiza, pues aunque legislativamente sea 
apreciable –como ya se ha visto– una cierta relativización de la prima-
cía del orden jurisdiccional penal en el tratamiento que se da en otros 
órdenes jurisdiccionales a las cuestiones prejudiciales penales, lo cierto 
es que doctrinal y jurisprudencialmente, por el contrario, es pacífi co (al 
menos así lo entiendo) el mantenimiento de la posición de preeminen-
cia de la jurisdicción penal.

La preferencia de la jurisdicción penal sobre los otros órdenes ju-
risdiccionales se sanciona en el artículo 44 de la LOPJ: “El orden ju-
risdiccional penal es siempre preferente. Ningún juez o tribunal podrá 
plantear confl icto de competencia a los órganos de dicho orden jurisdic-
cional.” Dicha preeminencia se apoya, más que en la superior relevan-
cia de los bienes jurídicos protegidos (pues ambos protegen, a menudo, 
los mismos intereses), en la mayor gravedad inicialmente atribuible a las 
conductas constitutivas de delito o falta, superior a la que corresponde 
a las infracciones administrativas, y en la mayor severidad de las penas 
que imponen.6 El reconocimiento de la misma se hace en prácticamente 

6 En relación con el procedimiento administrativo, las consecuencias de tal preeminencia 
son muchas: por ejemplo, que la Administración debe suspender su actuación desde el mismo 
momento en que tenga constancia de la intervención de un juez penal, o, si considera que el he-
cho puede revestir caracteres de delito, ponerlo en conocimiento del ministerio fi scal, pudiendo 
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todas las normas procesales básicas, y se traduce en multitud de con-
cesiones procedimentales y sustantivas, algunas de las cuales ya han 
quedado expuestas antes. 

Ese predominio se vio claramente reforzado con la supresión de las 
“cuestiones previas administrativas”, que se contenían en el artículo 15 
de la Ley de confl ictos jurisdiccionales, de 17 de julio de 1948, y cuya 
desaparición fue recibida con indisimulado regocijo doctrinal. Como 
se recordará, “cuestión previa administrativa” era aquella que debía ser 
resuelta previa y necesariamente por la Administración, mediante una 
decisión que era vinculante para el juez penal y de la que dependía 
su fallo. Ante la decisión administrativa de que no se había realizado 
la conducta delictiva, el juez penal se veía obligado a no continuar 
el juicio, lo que tenía especial incidencia en el caso de los delitos de 
funcionarios, pues eran los superiores jerárquicos de estos quienes fi -
nalmente decidían sobre si sus extralimitaciones eran o no constitutivas 
de delito. 

No es preciso decir que tales procedimientos fueron severamente 
criticados por la doctrina administrativista, pues con ellos se violaba no 

incurrir, de no hacerlo así, en un delito de omisión del deber de perseguir los delitos del artículo 
408 CP; que, hasta que no acabe el procedimiento penal, no podrá continuarse el procedimiento 
sancionador; que si la sentencia penal ha negado la existencia del hecho, la Administración que-
da vinculada por ello, no pudiendo darlo por existente a efectos de imposición de una sanción 
administrativa; que, en otro caso, queda abierta la posibilidad de sancionar administrativamente, 
siempre que no se viole el non bis in idem, etc.

Incluso la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el non bis in idem supone un  res-
paldo “derivado” de esa primacía; aunque no se me oculta que se trata aquí de prioridad frente 
a la Administración y no frente a la jurisdicción contencioso-administrativa. En efecto, la STC 
177/1999, de 11 de octubre, supuso un breve paréntesis en el que se podía considerar dismi-
nuida tal preferencia, dado que acababa considerando que si ya se había sancionado adminis-
trativamente un hecho no podía castigarse penalmente, ni siquiera (como se había considerado 
hasta entonces) descontando de la sanción penal la multa impuesta por la Administración. Con-
forme a esta posición, no podía considerarse que hubiera doble sanción, aunque sí hubiera do-
ble procedimiento sancionador, inconveniente que se consideraba no relevante desde el punto 
de vista del non bis in idem. Sin embargo, a partir de la STC de 2/2003, de 16 de enero, el pleno 
del Tribunal Constitucional vuelve al criterio inicial de reafi rmar la preferencia de la jurisdicción 
penal, sin que se produzca vulneración del non bis in idem si de la pena se descuenta, en su 
caso, la sanción administrativa previamente impuesta. Tampoco es inconveniente que el sujeto 
se haya visto sometido a dos procedimientos sancionadores, si los mismos fueron desarrollados 
con todas las garantías. Con lo que, derivadamente, viene a reafi rmarse la preferencia de la ju-
risdicción penal sobre cualquier otro orden sancionador (v. GARBERÍ LLOBREGAT). 
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110 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

solo el principio de independencia judicial, sino también los de unidad 
y exclusividad jurisdiccionales. Esta institución se suprimió por la Ley 
orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de confl ictos jurisdiccionales, en don-
de desaparece la posibilidad de plantear por la Administración cualquier 
confl icto de competencia a los jueces penales, en base a la existencia 
de una cuestión previa administrativa, pasándose al régimen general de 
los artícu los 3 y 4 de la LECrim., con lo que se vio reforzada, de manera 
indirecta, la prio ridad de la jurisdicción penal.

Lo paradójico de todo este asunto es que –como expondré después– 
probablemente la mejor vía para aumentar y garantizar la incidencia 
real del juez administrativo sobre el penal, en los delitos confi gurados 
con elementos administrativos, sería instaurando una vía parecida a la 
de estas cuestiones administrativas previas, desterradas, en buena hora, 
del ordenamiento jurídico.

2.2.4.4. La contradicción entre sentencias

Una de las ventajas que se le asignan a la devolutividad es que elimina, 
o, cuando menos, reduce muy sustancialmente el riesgo de sentencias 
contradictorias entre órganos jurisdiccionales distintos. La hipótesis de 
partida que analizamos, por tanto, contaría, en favor de su implantación, 
con la ventaja de que vendría a favorecer la solución de este problema. 

Sin embargo, tan positiva conclusión no es lo defi nitiva que parece.
En un sistema devolutivo, cuando se plantea la cuestión prejudicial 

y se defi ere al juez administrativo competente, se suspende el procedi-
miento penal hasta que se haya resuelto la cuestión prejudicial por el 
mismo. Ello equivale a extender la suspensión hasta que se dicte resolu-
ción fi rme, incluyendo tanto la sentencia como los actos que pongan fi n 
al proceso. Como consecuencia, los efectos de la sentencia que resuel-
ve la prejudicial son principaliter, con virtualidad de cosa juzgada, pues 
ha sido adoptada por el órgano jurisdiccional al que le viene legalmente 
reconocida la competencia ratione materiae, lo que serviría para evitar 
contradicciones entre las sentencias.

En un sistema no devolutivo, en cambio, con el deseo de favorecer 
la rapidez de los procedimientos, evitando las dilaciones que supondría 

017-126 ESTUDIOS 5.indd   110017-126 ESTUDIOS 5.indd   110 19/1/10   20:25:1419/1/10   20:25:14

 

La responsabilidad penal en la Administración Pública                Fundación Democracia y Gobierno Local                                   
ISBN: 978-84-613-7600-1                                                        
                                                                                                                                    

 



1112.2. LOS CONCEPTOS JURÍDICO-ADMINISTRATIVOS Y LAS CUESTIONES PREJUDICIALES ADMINISTRATIVAS EN EL ÁMBITO PENAL

el reenviar la solución de la cuestión al órgano jurisdiccional especia-
lizado, la cuestión prejudicial se resuelve por el propio tribunal, que 
conoce de la cuestión principal con efectos incidenter tantum, es decir, 
limitados al proceso en el que se dicta (artículo 10.1 de la LOPJ). Por 
eso, en este tipo de cuestiones prejudiciales, el procedimiento no se 
suspende, sino que continúa, con la única particularidad de que en la 
sentencia se decidirá previamente sobre ellas en los fundamentos jurídi-
cos, antes de resolver la cuestión principal.

Esa efi cacia restringida a “los solos efectos prejudiciales”, viene 
impuesta por la relación entre cosa juzgada y competencia, que hace 
que solo se reconozca tal virtud a las resoluciones de órganos que son 
competentes por razón de la naturaleza del asunto. De ahí que siempre 
quede abierta la posibilidad de que la cuestión resuelta por el juez penal 
pueda volver a plantearse ante el órgano competente ratione materiae. 
El riesgo de que con la no devolutividad puedan producirse sentencias 
contradictorias es, pues, real y serio, y se afronta, mayoritariamente, 
proponiendo la vía del recurso de revisión,7 considerándolo en el fondo 
un costo necesario, inevitablemente asociado a las ventajas de mayor 
rapidez que favorece el sistema de la no devolutividad. 

Lo cierto es, sin embargo, que la devolutividad tampoco mejora 
sustancialmente el problema, dado que, como acaba de verse, la sen-
tencia del tribunal administrativo que resuelve la prejudicial no vincula 
necesariamente al juez penal, por lo que la posibilidad de sentencias 
contradictorias se mantiene. Y es que, como antes, el problema de la 
existencia de sentencias contradictorias tiene más que ver con la regu-
lación de la cosa juzgada, y con la relación entre los distintos órganos 
jurisdiccionales, que con el régimen de la prejudicialidad, por lo que 
tampoco desde este fl anco puede estimarse que la postulada ampliación 
del campo de acción de esta reciba un apoyo signifi cativo.

De hecho, la única contradicción constitucionalmente relevante que 
se toma en cuenta como consecuencia de haber desatendido el manda-
to de devolutividad del artículo 4 de la LECrim., es aquella en que una 
sentencia afi rma y otra niega que unos mismos hechos ocurrieron y no 

7 Artículo 86.3 de la LPL y GARCÍA DE ENTERRÍA, por ejemplo, para el ámbito administrativo, 
a través del artículo 954.4 de la LECrim.
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112 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

ocurrieron, o que una misma persona fue su autor y que no lo fue. En 
estos casos, el Tribunal Constitucional ha afi rmado que, si ello ocurriera, 
se vulneraría tanto el principio de seguridad jurídica como el derecho a la 
tutela judicial efectiva, dado que los justiciables tienen derecho a esperar 
una respuesta inequívoca por parte de los órganos jurisdiccionales que 
se pronuncian sobre una misma cuestión, por lo que la resolución 
que incurra en esa contradicción debe considerarse arbitraria y, como 
consecuencia, vulneradora del citado derecho.8 

2.2.4.5. Posibilidad de que no sea posible deferir la cuestión al 
tribunal administrativo competente

Para terminar este rápido repaso a los obstáculos que tendría que supe-
rar la pretendida ampliación de la devolutividad, recordaré el que puede 
producirse en relación con el plazo para plantear la reclamación ante 
el tribunal administrativo competente. Como la posibilidad de devolu-
ción queda supeditada por el artículo 4 de la LECrim. a que las partes 
acudan al juez o tribunal (civil) o contencioso-administrativo competen-
te, dentro del plazo de hasta dos meses que el tribunal de lo criminal 
haya fi jado, puede ocurrir que, cuando el interesado pretenda ejercitar 
la acción correspondiente, el hecho esté prescrito o hayan transcurrido 
los plazos de caducidad previstos para instar la revisión del acto ad-
ministrativo, que habrá devenido fi rme. De ser así, ni podría iniciarse 
el procedimiento administrativo, ni el juez contencioso-administrativo 
podría abrir el procedimiento contencioso (artícu lo 51.1.d. de la LJCA), 
ni concurrirían los requisitos legales para la devolución, por lo que de-
bería reanudarse el procedimiento penal, sin posibilidad de que el juez 
administrativo pueda intervenir en la resolución del mismo. Dado lo 
breve de los plazos legalmente previstos para estas reclamaciones, en la 
práctica la posibilidad de poder cuestionar efectivamente la prejudicial 
se producirá en un número muy limitado de casos.

8 En términos semejantes se han pronunciado después otras sentencias del Tribunal Cons-
titucional: SSTC 50/1996, de 26 de marzo, 199/1998, de 13 de octubre, 225/2000, de 30 de 
octubre, entre otras, por hechos semejantes.
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Este inconveniente no es un obstáculo específi co a la ampliación de 
la devolutividad administrativa, sino, por el contrario, un impedimento 
consustancial a la regulación general establecido sobre la misma. Para 
superarlo, algún autor ha propuesto (Morcillo Moreno) que, en los casos 
en que hubiera devenido fi rme el acto, debería aceptarse que pudiera 
abrirse la vía administrativa o contencioso-administrativa, para que pu-
diera debatirse la cuestión. El auto del juez penal remitiendo el asunto 
comportaría automáticamente la reapertura del plazo de impugnación 
del acto administrativo por la aparición sobrevenida de una nueva cau-
sa. Si se tratara de la vía administrativa, cuando se agote esta, el juez 
penal debería prorrogar la suspensión por los 2 o 6 meses legalmente 
previstos para interponer el recurso contencioso administrativo, según 
que la resolución administrativa impugnada fuera expresa o tácita. De 
esta forma, vendría a salvarse el obstáculo que, en relación al orden ad-
ministrativo, puede convertir el artículo 4 de la LECrim. en simple papel 
mojado.

2.2.5. Posición personal

2.2.5.1. Conclusión a modo de introducción al apartado

Como claramente se deduce de todo lo anterior, a mi juicio, no es ni 
necesario ni conveniente modifi car el régimen legal vigente sobre la de-
volutividad de las cuestiones prejudiciales administrativas en el proceso 
penal. 

En realidad, el debate de fondo de esa propuesta es si en el trata-
miento de las cuestiones prejudiciales debe darse preferencia, como 
principio de política jurídica y política criminal, a la búsqueda de la 
(presumiblemente) mayor solvencia técnica y jurídica de las resolucio-
nes (lo que hemos resumido bajo la etiqueta, imprecisa y genérica, de 
“calidad”), o al derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (la “cele-
ridad”, a la que hemos aludido con la misma impropiedad).

En las circunstancias actuales, la más grave defi ciencia achacable al 
funcionamiento de la Administración de Justicia, es, a mi juicio, la len-
titud de los procedimientos, que acaba convirtiéndose en la fuente de 
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114 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

las mayores agresiones a la seguridad jurídica y a los derechos básicos 
de víctimas, imputados y acusados, y usuarios del sistema de justicia. 
Aumentar la rapidez de la respuesta judicial debe ser, pues, la prioridad 
político-criminal básica de las reformas que puedan plantearse o ha-
cerse a corto, medio o largo plazo. Propiciar replanteamientos legales 
que pudieran favorecer dinámicas de ralentización o paralización de los 
procedimientos no me parece, pues, una directriz deseable. Más, si se 
tiene en cuenta que, cuando se defi ere una cuestión prejudicial a otro 
orden jurisdiccional, el tiempo de suspensión del procedimiento penal 
será largo, a menudo muy largo, puesto que habrá que esperar, para 
levantarla, a que sea fi rme la sentencia que ponga fi n al procedimiento 
seguido sobre la prejudicial. A lo que habría que añadir, luego, el tiem-
po que debe transcurrir para que adquiera también fi rmeza la sentencia 
penal que resuelva el asunto principal. En defi nitiva, hablamos de años 
de paralización del proceso, lo que supone, estimo, un costo actual-
mente inasumible por el achacoso sistema jurisdiccional español.

La reforma que habría de llevarse a cabo, asimismo, sería más extensa, 
e intensa, de lo que en principio pudiera parecer, pues para lograr el resul-
tado pretendido no parece que pueda resultar bastante una solución “pun-
tual”, como gusta decirse ahora, de específi cos y concretos preceptos. 

Primero, porque un replanteamiento de este tipo hace inevitable 
abordar, y probablemente reconsiderar, siquiera sea mínimamente, prin-
cipios, instituciones y conceptos de extraordinario calado (cosa juzgada, 
relación entre los distintos órdenes jurisdiccionales, contradicción entre 
sentencias, aspectos constitucionales, respeto a derechos fundamentales 
relacionados con el proceso, etc.), cuya eventual revisión, por ligera que 
sea, solo estaría justifi cada cuando la necesidad fuera muy apremiante y 
no quedara otra alternativa posible para conseguir el objetivo propuesto; 
lo que, a mi juicio, no ocurre en el caso que nos ocupa. Sin olvidar que 
una reforma en materia de prejudicialidad, por específi ca que sea, corre 
el riesgo de alterar el equilibrio entre los principios político-criminales 
que inspiran los modelos de devolutividad-no devolutividad, y que in-
teractúan entre sí.

Por consiguiente, no soy partidario de introducir modifi caciones le-
gislativas en el régimen de la prejudicialidad. Sobre todo, porque no me 
parecen precisas.
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Desde luego, descarto de antemano la esperanza, mantenida en 
cambio por algún autor (Gimeno Sendra), de que el problema puede 
quedar resuelto recomendando al legislador penal que utilice con me-
nos prodigalidad el recurso a elementos normativos y a leyes penales en 
blanco, y que modere el impulso (de momento, parece que irrefrenable) 
a penalizar infracciones administrativas. Lamentablemente, los tiempos 
que corren no permiten albergar la más mínima esperanza de que esa 
contención (en realidad, esa recuperación de la función propia del De-
recho penal) sea posible.

Finalmente, debe reconocerse que el aumento de la devolutividad 
serviría para frenar la preocupante expansión (que crece tanto como el 
propio Derecho penal) de las pericias jurídicas (se las llame como se 
las llame) con las que se viene supliendo el desconocimiento del juez 
penal de las complejas cuestiones especializadas (fi scales, urbanísticas, 
medioambientales, etc.) que necesita decidir para resolver sobre el asun-
to, y que con tanta claridad y énfasis ha censurado Rodríguez Ramos. Lo 
paradójico de la oposición a la devolutividad es que acaba favorecién-
dose que el asunto se resuelva, no ya por un juez, sino por un experto, 
más o menos imparcial (más bien menos que más), cuyo criterio acaba 
siendo, en un buen número de casos, el que decide el litigio.

Por eso, tal vez podrían estudiarse fórmulas intermedias que, por 
una parte, evitaran las dilaciones que favorece el aumento de la devo-
lutividad stricto sensu, y por otra, acabaran con ese vaciamiento sus-
tancial de la función jurisdiccional, vía peritajes jurídicos, que se está 
actualmente produciendo. Por ejemplo, imaginar la posibilidad de jue-
ces especializados (adscritos a las audiencias o tribunales superiores de 
justicia), a los que se les reconocería competencia genérica para emitir 
resoluciones sobre las cuestiones relacionadas con su especialidad que 
les plantearan los jueces penales. No se trataría de resolver el asunto, 
cometido que únicamente puede corresponder al juez penal compe-
tente, sino de pronunciarse sobre la concreta cuestión suscitada por el 
órgano juzgador, que conservaría su capacidad para decidir, apoyado, 
sin embargo, en la resolución fundada de un juez especializado im-
parcial. Los casos en los que habría de acudirse necesariamente a ese 
procedimiento serían, precisamente, los que contempla el artículo 4 de 
la LECrim.
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116 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

2.2.5.2. Mantenimiento de la regulación vigente, aprovechando 
las posibilidades del artículo 4 de la LECrim. 

Una de las razones que me inclina a no ser partidario de hacer modi-
fi caciones legales en torno a la ampliación de la devolutividad de las 
cuestiones prejudiciales administrativas en el proceso penal, es que no 
considero que ello sea necesario. Por el contrario, creo que el régimen 
dispuesto en los artículos 3 a 7 de la LECrim. ofrece posibilidades sufi -
cientes para poder asegurar una práctica judicial que satisfaga en buena 
medida las pretensiones planteadas. Para ello, estimo, bastaría con favo-
recer una interpretación, ni siquiera generosa, sino simplemente ajusta-
da a la letra y el propósito del artículo 4 de la LECrim.

Para ese postulado aumento de protagonismo del juez administrati-
vo, sería también necesario moderar el celo con que los jueces penales 
suelen cuidar su competencia en materia de prejudicialidad, asumiendo 
–también “lealmente”– que la mera existencia del artículo 4 de la LE-
Crim., imponiendo el reenvío obligatorio al tribunal especializado de 
las cuestiones que resultan relevantes para la culpabilidad o inocencia 
del sujeto, obliga a aceptar que tales sentencias no pueden ser ignora-
das olímpicamente, y que detrás de la devolución acordada ex artículo 
4 de la LECrim. se encuentra implícitamente la voluntad legal de que la 
resolución del orden jurisdiccional competente por razón de la materia 
sea seriamente tenida en cuenta por el juez penal. 

2.2.5.3. La devolutividad en el artículo 4 de la LECrim.

El punto de partida de esa recuperación del artículo 4 de la LECrim. 
puede ser el precedente marcado por la STC 30/1996, a la que ya nos 
hemos referido, y su fi rme recordatorio de la utilidad y necesidad de la 
devolutividad en el ámbito penal. 

No creo, sin embargo, que sea ni necesario ni acertado entender, 
como se ha pretendido por alguna doctrina, que a partir de esta sen-
tencia los jueces penales deban aplicar la prejudicialidad devolutiva en 
todos los tipos penales que contengan normas penales en blanco. Ello 
signifi caría tener que aceptar tal procedimiento en una gran cantidad de 
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tipos penales, desde estafas o daños sobre bienes de dominio público o 
bienes culturales, hasta delitos contra la Hacienda pública, pasando por 
los relativos a la ordenación del territorio, patrimonio histórico, medio-
ambientales, riesgo catastrófi co, determinadas modalidades de incen-
dios, salud pública, armas, propiedad intelectual, propiedad industrial, 
etc. Ello supondría tener que suspender, incluso durante años, una parte 
sustancial de los procedimientos que se siguen por la jurisdicción pe-
nal, lo que político-criminalmente no me parece, en las circunstancias 
actuales, una consecuencia soportable. 

Bastaría, entiendo, con una interpretación “leal” del artículo 4 de la 
LECrim., que cuando fuera necesario pusiera en práctica las posibilidades 
de devolutividad que el mismo ofrece. El primer paso habría de ser necesa-
riamente reconocer que, cuando la cuestión prejudicial fuese determinante 
de la culpabilidad o de la inocencia, lo que dicho artículo establece no 
es una facultad discrecional de reenvío al tribunal administrativo, sino un 
mandato de hacerlo. Así se deriva de una interpretación, insisto, “leal” del 
artículo 4, que taxativa e incondicionalmente impone que, en ese caso, 
“el tribunal de lo criminal suspenderá el procedimiento hasta la resolución 
de aquella por quien corresponda.” No hay aquí, pues, discrecionalidad 
alguna. Donde sí la hay es, primero, en relación con la apreciación de si la 
cuestión planteada es o no prejudicial (según se aprecie o no la íntima co-
nexión con el hecho perseguido que se reclama ex artículo 3 de la LECrim.); 
segundo, en la decisión de si la cuestión es determinante de la culpabilidad 
o de la inocencia del imputado o acusado, y, fi nalmente, en la fi jación del 
plazo para que las partes acudan al juez o tribunal civil o contencioso-
administrativo competente (artículo 4 de la LECrim.). 

Y tan es obligatoria y no facultativa la remisión al tribunal administra-
tivo cuando la cuestión incide en la culpabilidad o inocencia, que sería 
posible recurrir en amparo por infracción de las normas relativas a la de-
volutividad de la cuestión prejudicial administrativa en el proceso penal 
cuando: (1) se incumpla el artículo 4 de la LECrim. y se considere como 
no devolutiva la cuestión que incide directamente sobre la inocencia del 
acusado; (2) al dictar sentencia penal, un tribunal civil o administrativo 
esté conociendo o haya conocido de esa cuestión; (3) el tribunal penal 
ignore la resolución del tribunal administrativo; (4) la sentencia penal sea 
contraria a la del órgano administrativo, y (5) la condena sea la privación 
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de libertad, con la consiguiente violación del artículo 17.1 CE (Gimeno 
Sendra).

No obstante, conviene recordar que el Tribunal Constitucional tiene 
declarado que la asignación de una naturaleza devolutiva o no devo-
lutiva a las cuestiones prejudiciales es materia de legalidad ordinaria, 
responde a razones de orden práctico, que son las que han aconsejado 
crear tribunales administrativos. Por eso, la infracción de estos preceptos 
no vulnera el derecho al juez legal o predeterminado por la ley (artículo 
24.2 CE, STC 170/2002), aunque puede infringir el derecho a la tutela 
judicial efectiva (artículo 24.1 CE). Así lo cree, en cambio, un sector 
doctrinal (Rodríguez Ramos, por todos), que mantiene que no aplicar 
el régimen de la devolución, incumpliendo el artículo 4 de la LECrim., 
vulneraría el derecho al juez predeterminado por la ley, en la medida en 
que, al no declarar el carácter devolutivo cuando debe hacerse, se está 
sustrayendo el conocimiento de la cuestión al órgano al que el artículo 
4 de la LECrim. atribuye legalmente la competencia.

2.2.5.4. La incidencia sobre la culpabilidad o la inocencia

Los términos “culpabilidad” o “inocencia”, utilizados por el artículo 4 de 
la LECrim., guardan relación, evidentemente, con la eventual declaración 
de la responsabilidad criminal por los hechos perseguidos. Su sentido es 
el procesal, de resultar condenado o no, y no el penal de que concu-
rren los elementos de la culpabilidad, entendida esta como elemento del 
concepto dogmático y legal de delito, como atribución subjetiva al autor 
del comportamiento antijurídico realizado. Entre otras razones, porque 
los conceptos en que se traduce la apreciación de la culpabilidad (im-
putabilidad, forma de culpabilidad, conciencia de la antijuricidad, no 
exigibilidad, error, etc.) son estrictamente penales, y, por consiguiente, 
competencia exclusiva y excluyente del juez penal.

La invocación de la culpabilidad o inocencia del artículo 4 de la 
LECrim. se refi ere, pues, a cuestiones relacionadas con la confi guración 
del carácter antijurídico de los hechos perseguidos, al injusto penal; 
más en los aspectos relacionados con la fundamentación del mismo, y 
menos en los que tienen que ver con la apreciación de causas de justi-
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fi cación, que vendrían a excluirlo. Por tanto, conceptos administrativos 
incluidos en la confi guración del tipo y que fundamentan de manera 
sustancial el contenido de injusto del mismo. En defi nitiva: fundamen-
talmente, elementos relacionados con la tipicidad del hecho y con la 
eventual aplicación de la causa de justifi cación de ejercicio legítimo de 
un derecho.

Dicho lo cual, queda por resolver lo principal: ¿de qué estamos 
hablando exactamente?, ¿en qué tipos penales y respecto de qué ele-
mentos podría (debería) plantearse una cuestión prejudicial devolutiva 
o esa consulta al juez especializado que correspondiera? Hacer una 
enumeración detallada de los delitos en que cabe o no la devolución, 
sería demasiado farragoso, por lo que me limitaré a indicar los princi-
pios generales que, a mi juicio, deben inspirar la interpretación que se 
haga en cada caso.

De entrada, esa restricción a conceptos administrativos incluidos 
en la confi guración del tipo, y que fundamentan de manera sustancial 
el contenido de injusto del mismo, signifi ca que no estaría justifi cada 
la devolución cuando se trate de cuestiones cuya incidencia se produce 
en la agravación o atenuación de la pena. Aparte de porque no se tra-
taría de cuestiones relacionadas con la integración del injusto, porque 
los conceptos que inciden en la gravedad del hecho son claramente de 
naturaleza penal, y para su interpretación y aplicación el juez penal no 
necesita auxilio alguno.

Gimeno Sendra añade también los casos en que la cuestión resulte 
decisiva para la integración de la conducta penal, en los términos del 
artículo 3 de la LECrim., pues la vinculación tan estrecha con los hechos 
perseguidos, que hace racionalmente imposible su separación, justifi ca-
ría la competencia exclusiva del juez penal. Personalmente no compar-
to este criterio, puesto que, en realidad, esa característica no tiene que 
ver con que la cuestión sea devolutiva o no, sino que lo que decide es 
si hay o no cuestión prejudicial, en la medida en que constituye el pre-
supuesto mismo de su existencia. Excluye también de la posibilidad de 
devolución a los casos en que haya una jurisprudencia penal propia y 
distinta de la sentada por los tribunales administrativos sobre la cuestión 
que se debate; criterio poco preciso, me parece, y cuya virtud principal 
es sobre todo práctica, en la medida en que si de antemano se sabe 

017-126 ESTUDIOS 5.indd   119017-126 ESTUDIOS 5.indd   119 19/1/10   20:25:1419/1/10   20:25:14

 

La responsabilidad penal en la Administración Pública                Fundación Democracia y Gobierno Local                                   
ISBN: 978-84-613-7600-1                                                        
                                                                                                                                    

 



120 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

que la solución administrativa va a ser desacorde con la jurisprudencia 
penal consolidada, será verdaderamente improbable que el tribunal pe-
nal la asuma, por lo que pueden ahorrarse las molestias que supone la 
devolución.

Otra precisión que me parece que puede resultar útil, es recordar 
que una característica defi nidora de las cuestiones prejudiciales es su 
idoneidad para constituir objeto de un juicio autónomo, lo que puede 
servir de pauta para marcar las diferencias entre la simple interpreta-
ción de elementos normativos del tipo, que no necesitarían una previa 
declaración judicial extrapenal, y las propias y verdaderas cuestiones 
prejudiciales.

Elementos normativos (de valoración jurídica, que son a los que 
ahora nos referimos exclusivamente) son aquellos cuyo sentido está pre-
defi nido en preceptos jurídicos de otros ámbitos normativos. Pues bien, 
cuando se trate de elementos típicos normativos que contribuyen más 
o menos decisivamente a la delimitación del injusto, de contenido bien 
defi nido y cuya interpretación precise la mera aplicación de normas 
administrativas concretas, como si se tratara de una especie de interpre-
tación auténtica, tampoco estaría justifi cada la devolución al tribunal 
administrativo, pues se trata de una interpretación legal que no requiere 
especiales conocimientos técnicos y que debe considerarse al alcance 
de cualquier juzgador. Además de que, como es sabido, los conceptos 
que el Derecho penal incorpora de otras disciplinas jurídicas no siempre 
conservan inmodifi cado su sentido originario, sino que, por el contra-
rio, están, como con frase afortunada dijera Maurach, “impelidos a la 
autonomía”, pues deben ser interpretados en el contexto de los tipos en 
donde se incluyen, y desde las premisas valorativas propias de la res-
ponsabilidad penal y las penas que la misma conlleva.

Las devolutividad debe reservarse, pues, para los tipos en los que la 
infracción de la normativa administrativa aparece como el núcleo esen-
cial confi gurador del injusto penal (incluso si va añadido a otro bien jurí-
dico específi camente penal), de manera que la infracción de la normativa 
administrativa constituye el elemento central del tipo. En determinados 
delitos, el injusto penal incorpora directamente, aunque sea de forma im-
plícita, la infracción administrativa a sus elementos típicos, establecien-
do entre uno y otra diferencias meramente cuantitativas. Así ocurre, por 
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ejemplo, en los delitos urbanísticos, en donde hay coincidencia general 
en que se han tipifi cado como delito conductas consideradas como in-
fracciones administrativas graves (y, según el decir de algunos, incluso 
leves; v. Boldova Pasamar). 

En estos casos, el delito, en realidad, “es” una infracción adminis-
trativa: el injusto se integra fundamentalmente por una desobediencia a 
la norma administrativa, lo que tiene, sin duda, una incidencia determi-
nante en la inocencia o culpabilidad. Por ello, es lógico que la verifi ca-
ción de que se ha producido la infracción de la normativa administrativa 
(y, por tanto, el delito) se haga por los órganos jurisdiccionales especia-
lizados (incluso mediante la fórmula antes sugerida de jueces especiali-
zados con competencia genérica) que tienen atribuida la competencia 
para resolver lo relacionado con el ámbito de actividad que constituye 
el presupuesto fáctico de esos tipos penales. Así ocurre, por ejemplo, 
cuando en el tipo se incluyen fórmulas como “con infracción de leyes 
y reglamentos”, lo que equivale a incorporar (“integrar”) en el ámbi-
to punible todo aquello que es administrativamente ilícito. En cambio, 
cuando se utiliza la fórmula “sin autorización” o semejantes, habrá que 
discriminar cuándo se trata de una remisión simplemente interpretativa, 
dirigida a excluir (“no integrar”) en el injusto típico lo que está adminis-
trativamente autorizado.

Sobre esta base, que incluso a mí me parece que es todavía dema-
siado imprecisa, debería hacerse la interpretación de en qué tipos pena-
les y cuándo cabe apreciar la devolutividad o no.

2.2.5.5. Establecimiento de una cláusula de reenvío obligatorio 
al orden jurisdiccional contencioso-administrativo

El aumento del protagonismo de los jueces de lo contencioso-admi-
nistrativo en la aplicación de estos tipos penales, que eventualmente 
se podría conseguir con la ampliación de la devolutividad o con la 
sugerida fórmula de los jueces especializados, no serviría, sin embar-
go, para frenar la indeseable dinámica de utilizar la querella como 
vía de presión y/o instrumento de exigencia de responsabilidad po-
lítica. 
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122 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

Al fi n, lo que se busca con la interposición de la misma es el cono-
cimiento público de que el asunto ha llegado al ámbito judicial penal, 
pues eso es lo que se utiliza como razón/pretexto para reclamar, de 
forma inmediata, las consecuencias políticas cuyo logro animaba, en 
realidad, el recurso a la jurisdicción criminal. Eso hace inviable, para 
la consecución de este objetivo, prever expresamente (añadiéndolo al 
artícu lo 4 de la LECrim., por ejemplo) que la cuestión será devolutiva 
siempre que el imputado o querellado sea cargo electo o funcionario, 
cuya competencia decisional esté dentro del ámbito regulado por la nor-
mativa administrativa, cuya infracción constituye el fundamento del tipo 
de injusto que aparece relacionado con los hechos que se imputan.

Esa indeseada utilización de la querella solo podría impedirse si, con 
carácter general y de forma automática, estuviera previsto que las quere-
llas que se dirijan contra autoridades, cargos electos y funcionarios, por 
los delitos cuyo injusto básico se construye sobre una infracción adminis-
trativa relacionada directamente con su competencia decisional, deben 
ser deferidas siempre al tribunal de lo contencioso-administrativo, antes 
de iniciar cualquier actuación penal, sin que pueda iniciarse el procedi-
miento hasta que el mismo no haya resuelto que efectivamente se cometió 
la ilicitud administrativa que constituye el fundamento del injusto penal. 
La obtención de ese pronunciamiento previo del juez de lo contencioso, 
vendría a funcionar como una especie de condición de procedibilidad, 
aplicable a los supuestos que contempla.

De no producirse el reenvío de una forma tan inmediata y auto-
mática, el efecto perverso de la querella seguiría produciéndose, pues 
el mensaje continuaría siendo que el asunto está en manos del juez 
penal. Para cuando este hubiera decidido suspender el procedimiento y 
reenviar la cuestión al juez administrativo, es muy probable que el tema 
haya perdido ya buena parte de su notoriedad pública, puesto que el 
desprestigio del adversario estará, en buena medida, conseguido. 

Los problemas que plantea el establecimiento de una cláusula ge-
neral de ese tipo, sin embargo, no se me ocultan, y en buena medida 
ya han sido puestos de manifi esto, por lo que no insistiré en ello. Tam-
bién debo advertir que una solución como esta la avanzo como simple 
posibilidad teórica, aunque personalmente no me parece ni deseable 
ni conveniente. Entre otras cosas, porque sería difícil explicar el funda-
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mento de ese trato diferenciado dispuesto para colectivos que son vis-
tos con una indisimulada actitud recelosa por amplios sectores sociales 
que, con razón o sin ella, se considera que disfrutan de benefi cios y 
tratos especiales. 

2.2.6. Conclusiones fi nales

La conclusión de esta ponencia es fi nalmente que: no creo que sea po-
lítico-criminalmente conveniente revisar el régimen de las cuestiones 
prejudiciales administrativas en el proceso penal, ni que ello sea nece-
sario. A mi juicio, en las actuales circunstancias de la Administración 
de Justicia, la prioridad máxima debe reconocerse al derecho a obtener 
un juicio público sin dilaciones indebidas, por lo que no son oportunas 
iniciativas que pudieran contribuir a producirlas. Menos aún si se consi-
dera, como creo, que bastaría con una interpretación “leal” de la letra y 
el espíritu del artículo 4 de la LECrim., que considere obligada la devo-
lutividad cuando la cuestión prejudicial sea determinante de la culpa-
bilidad o inocencia. Ello ocurrirá en los tipos en que el injusto penal ha 
incorporado directamente la infracción administrativa a sus elementos 
típicos, y en los que puede decirse que el delito “es”, propiamente, una 
infracción administrativa criminalizada. 

El establecimiento de un reenvío obligatorio y automático al orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo, antes de que el juez penal 
pueda iniciar el procedimiento, a modo de una condición de procedi-
bilidad, es otra de las opciones planteables, sobre cuya posibilidad y 
utilidad no estoy, ya lo he dicho, convencido.

Finalmente, recuerdo la sugerencia de estudiar alternativas a la de-
volutividad, capaces de combinar la evitación de dilaciones, el auxilio 
de órganos judiciales especializados, y controlar la tendencia al vacia-
miento sustancial de la función jurisdiccional, vía peritajes jurídicos, 
que se está actualmente produciendo. Por ejemplo, imaginar la posibi-
lidad de jueces especializados (adscritos a las audiencias o tribunales 
superiores de justicia), a los que se les reconocería competencia gené-
rica para emitir resoluciones sobre las cuestiones relacionadas con su 
especialidad que les plantearan los jueces penales. Como ya anticipaba, 
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124 JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS

no se trataría de resolver el asunto, cometido que únicamente puede 
corresponder al juez penal competente, sino de pronunciarse sobre la 
concreta cuestión suscitada por el órgano juzgador, que conservaría su 
capacidad para decidir, apoyado, sin embargo, en la resolución fundada 
de un juez especializado imparcial. 

Lo que sí me parece importante destacar es que el escaso nivel de 
control que la Ley de enjuiciamiento criminal reclama para la admisión 
de las querellas, respecto de las cuales, por ejemplo, ni siquiera está 
previsto el recurso de apelación contra el auto de admisión (aunque 
sea una práctica cada vez más aceptada por las audiencias), favorece 
la dinámica de presentación de querellas, por poco consistentes que las 
mismas puedan ser. La introducción de límites a este proceso, hacien-
do presente desde el primer momento la posibilidad de contradicción, 
antes de que la querella sea admitida, puede resultar muy efi caz para la 
evitación de los excesos producidos y denunciados.
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